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Constitución de la provincia de Entre Ríos
La convención constituyente de Entre Ríos, sanciona y ordena

La presente constitución.

SECCIÓN I
Declaraciones, derechos y garantías

ARTÍCULO 1
La Provincia de Entre Ríos, como parte integrante de la Nación Argentina, organiza su gobierno 
bajo la forma republicana representativa, como lo establece esta Constitución y en el ejercicio 
de su soberanía no reconoce más limitación que la Constitución Federal que ha jurado obede-
cer y las leyes y disposiciones que en su conformidad se dictaren.

ARTÍCULO 2
El territorio de la Provincia queda dividido en diecisiete departamentos denominados: Paraná, 
Diamante, Victoria, Gualeguay, Gualeguaychú, Uruguay, Colón, Concordia, La Paz, Villaguay, 
Tala, Nogoyá, San José de Feliciano, Federación, Federal, Islas del Ibicuy y San Salvador, con 
los límites que les acuerdan las leyes vigentes y sin perjuicio de la facultad legislativa de crear 
otros y modificar la jurisdicción territorial y administrativa.

ARTÍCULO 3
Las autoridades que ejercen el gobierno residirán en la ciudad de Paraná, Capital de la Provin-
cia.

ARTÍCULO 4
Todo poder público emana del pueblo; pero éste no gobierna ni delibera sino por medio de sus 
representantes y con arreglo a lo que esta Constitución establece.
Todos los habitantes de la Provincia gozan de los derechos de petición y reunión pacífica.
Se asegura el derecho a la plena participación en las decisiones de los poderes públicos sobre 
los asuntos de interés general a través de los procedimientos que esta Constitución dispone.
Es nula cualquier disposición adoptada por las autoridades a requisición de fuerza armada o 
de reunión sediciosa.

ARTÍCULO 5
Los derechos, declaraciones y garantías enumerados en la Constitución Nacional y que esta 
Constitución da por reproducidos, no serán entendidos como negación de otros derechos y 
garantías no enumerados, pero que nacen del principio de la soberanía del pueblo, de la forma 
republicana de gobierno y que corresponden al hombre en su calidad de tal.
Los derechos y garantías consagrados por esta Constitución no serán alterados por las leyes 
que reglamenten su ejercicio, ni limitados por más restricciones que las indispensables para 
asegurar la vida del Estado, el derecho de terceros, la moral y el orden público.



ARTÍCULO 6
En ningún caso podrán las autoridades de la Provincia suspender la observancia de esta Cons-
titución, ni la de la Nación, ni la efectividad de las garantías y derechos establecidos en ambas.
La Constitución Nacional y esta Constitución no perderán su vigencia si se dejaren de observar 
por actos de fuerza o fueren suspendidas, abrogadas o derogadas por otro medio distinto de 
los que ellas disponen.
Queda garantizado el sistema democrático de gobierno. Cualquier acto de fuerza contrario a 
esta Constitución, a las instituciones por ella establecidas o al sistema republicano es insana-
blemente nulo.
Es condición de idoneidad para ocupar cualquier función de gobierno no haber desempeñado a 
partir del 24 de marzo de 1976 cargos de responsabilidad política en los regímenes de facto.
Los delitos que sean cometidos en el ejercicio de la función usurpada no podrán ser objeto de 
indulto o conmutación de pena.
Quienes hayan participado en delitos de lesa humanidad o incurran en su apología, serán inha-
bilitados a perpetuidad para ejercer la función pública.
Queda prohibida la institucionalización de secciones especiales en los cuerpos de seguridad 
destinadas a la represión o discriminación de carácter político.
El Estado garantiza el rescate de la memoria reciente.
Los habitantes de la Provincia tienen el derecho de resistencia legítima contra quienes ejecuta-
ren los actos de fuerza aquí enunciados.

ARTÍCULO 7
Los habitantes de la Provincia, gozan en su territorio de todos los derechos y garantías declara-
dos por la Constitución Nacional, con arreglo a las leyes que reglamenten su ejercicio.
En caso de intervención del Gobierno Federal, los actos administrativos que el representante 
nacional practique durante el desempeño de su función serán, válidos para la Provincia, si 
hubieren sido realizados de acuerdo con esta Constitución y las leyes de la Provincia.
Los magistrados y funcionarios nombrados por una intervención federal tendrán carácter pre-
cario y transitorio. Cesarán en sus cargos al concluir la intervención o de pleno derecho a los 
noventa días de asumir las autoridades provinciales electas.

ARTÍCULO 8
Toda autoridad que en virtud de las leyes de la Nación sea ejercida en el territorio de la Provin-
cia deberá respetar los derechos y garantías que esta Constitución acuerda, y será obligación 
de los magistrados imponer sin demoras su efectivo cumplimiento. Las autoridades provin-
ciales no admitirán el ejercicio por cualquier otra de facultades no delegadas a la Nación bajo 
apercibimiento de ser considerado causal de mal desempeño.
Esta Constitución reivindica la potestad provincial en materia tributaria vedándose la delega-
ción de atribuciones locales a la Nación. La Provincia no podrá celebrar tratados o convenios 
con la Nación u otras provincias, mediante los cuales se declinen los derechos de establecer o 
percibir impuestos que le son privativos.
Sólo se podrán suscribir convenios de coparticipación que no menoscaben sus ingresos.



ARTÍCULO 9
El Estado no podrá dictar leyes ni otras medidas que restrinjan o protejan culto alguno. Es 
inviolable en el territorio de la Provincia el derecho que todo hombre tiene para profesar su 
culto libre y públicamente, según los dictados de su conciencia, sin más limitaciones que las 
impuestas por la moral, las buenas costumbres y el orden público.

ARTÍCULO 10
El Estado garantiza el derecho a la identidad personal. Arbitrará las medidas para la adecuada 
e inmediata identificación de las personas. No podrá negarse ningún servicio urgente en razón 
de la falta de identificación del peticionante. El registro del estado civil de las personas será 
uniformemente llevado en toda la Provincia por las autoridades civiles, sin distinción de creen-
cias religiosas, en la forma que lo establezca la ley.

ARTÍCULO 11
Todos los habitantes de la Provincia gozan del derecho de enseñar y aprender conforme a las 
leyes que reglamenten su ejercicio.

ARTÍCULO 12
El Estado garantiza la libertad de expresión, creencias y corrientes de pensamiento.
La libertad de la palabra escrita o hablada, es un derecho asegurado a los habitantes de la 
Provincia, sin que en ningún caso puedan dictarse medidas preventivas para el uso de esta 
libertad, ni restringirla ni limitarla en manera alguna.
Los que abusen de esta libertad, serán responsables ante la justicia ordinaria en la forma que 
lo prescriba la ley.

ARTÍCULO 13
Se reconoce el derecho al acceso informal y gratuito a la información pública, completa, veraz, 
adecuada y oportuna, que estuviera en poder de cualquiera de los poderes u órganos, entes o 
empresas del Estado, municipios, comunas y universidades. Sólo mediante una ley puede res-
tringirse, en resguardo de otros derechos que al tiempo de la solicitud prevalezcan sobre éste, 
la que deberá establecer el plazo de reserva de dicha información.
La información será recopilada en el medio de almacenamiento de datos de acceso más uni-
versal que permita la tecnología disponible.
Toda persona afectada en su honra o reputación por informaciones maliciosas, inexactas o 
agraviantes, emitidas en su perjuicio a través de un medio de comunicación social de cualquier 
especie, tiene el derecho a obtener su rectificación o respuesta por el mismo medio. La mera 
crítica no está sujeta al derecho a réplica.
La ley reglamentará lo previsto en la presente disposición.

ARTÍCULO 14
La publicidad oficial comprende la realizada por la Provincia, los municipios y las comunas, 
en todos sus estamentos y organismos. Su objeto es garantizar la vigencia del principio re-
publicano de publicidad de los actos de gobierno y el derecho a la información pública. Su 
adjudicación se rige por los principios de transparencia, eficacia, pluralismo y austeridad. La 



ley establecerá pautas objetivas para asegurar la distribución equitativa y no discriminatoria de 
espacios en losmedios de comunicación social que se inscriban para tal fin.
La publicidad oficial no podrá incluir mensajes discriminatorios ni contrarios a los principios 
constitucionales. La de los entes y empresas deberá tener relación directa con el objeto social 
de los mismos.

ARTÍCULO 15
El Estado garantiza el derecho a la diversidad, al pluralismo y la igualdad de oportunidades. 
No podrán ser fundamento de privilegio: la naturaleza, la filiación, el sexo, la riqueza, las ideas 
políticas, la condición cultural, ni las creencias religiosas o cualquier otra condición o circuns-
tancia personal o social.
La dignidad de la persona, los derechos inalienables que le son inherentes, el libre desarrollo 
de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás, son el fundamento del 
orden político y de la paz social.
Los derechos humanos y las garantías establecidas expresa o implícitamente por el orden 
jurídico vigente tienen plena operatividad.

ARTÍCULO 16
La Provincia reconoce y garantiza a las personas el derecho a la vida y, en general, desde la 
concepción hasta la muerte digna. Nadie puede ser privado de ella arbitrariamente.

ARTÍCULO 17
Se garantiza la igualdad real de oportunidades y de trato para mujeres y varones en el pleno 
y efectivo ejercicio de los derechos que fueren reconocidos en el ordenamiento jurídico. Una 
política de Estado prevendrá en forma continua todo tipo de violencia y dispondrá acciones 
positivas para corregir cualquier desigualdad de género.
Adopta el principio de equidad de género en todos los órdenes, eliminando de sus políticas pú-
blicas cualquier exclusión, segregación o discriminación que se le oponga. Asegura a la mujer 
la igualdad real de oportunidades para el acceso a los diferentes estamentos y organismos del 
Estado provincial, municipal y comunal. 
Establece y sostiene la equidad de género en la representación política y partidaria y en la con-
formación de candidaturas con probabilidad de resultar electas. Promueve el acceso efectivo 
de la mujer a todos los niveles de participación, representación, decisión y conducción de las 
organizaciones de la sociedad civil. Reconoce el valor social del trabajo en el ámbito del hogar.

ARTÍCULO 18
El Estado reconoce a la familia como el núcleo fundamental de la sociedad a la que protege 
promoviendo su desarrollo y afianzamiento. Brinda asistencia especial a la maternidad e infan-
cia e impulsa políticas activas contra las adicciones. 
Asegura la investigación científica, prevención, tratamiento, asistencia familiar y recuperación 
e inserción de los afectados.
Establece la protección integral de los niños, niñas y adolescentes, en especial aquellos en 
situación de carencia, discriminación o ejercicio abusivo de autoridad familiar o de terceros. 
Promueve asimismo el desarrollo y la integración de los jóvenes y su participación social y 


